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“(…) no puede considerase que la comunicación dirigida al actor el día 9 de octubre de 2015, respeta el núcleo esencial del derecho de petición, dado que: i) no resuelve de fondo el asunto, en la medida en que sólo le es informado el trámite que se dará a la solicitud, haciendo notar que éste debe respetar el orden de radicación y, ii) no le fue puesta en conocimiento (…) 

“(…) las dificultades que narra el IGAC en su recurso, implican el retraso de las decisiones de las solicitudes elevadas por los usuarios, pero tales inconvenientes no pueden ser de ningún modo trasladadas a los administrados, al punto que éstos tengan que esperar por tiempo indefinido la atención a sus requerimientos, como es el caso del tutelante, que por espacio de cinco meses, considerando la especial situación de la llamada a juicio, esperó respuesta sin obtener resultado alguno.”
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, doce de abril de dos mil dieciséis
Acta N°_____de 12 de abril de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por el INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTIN CODAZZI –IGAC- contra la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 29 de febrero de 2016, dentro de la acción de tutela iniciada por el señor JOSÉ GUILLERMO REYES ALZATE.
ANTECEDENTES

Afirma el señor José Guillermo Reyes Alzate, que el día 10 de enero de 2015 radicó solicitud de cancelación de predio ante el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, toda vez que el impuesto predial del mismo inmueble le viene siendo facturado de manera doble, sin que a la fecha haya obtenido respuesta, con lo cual considera vulnerado, no sólo su derecho fundamental de petición, sino también el debido proceso, viendo afectada su economía familiar en razón a dicha inconsistencia.

Es por lo anterior que solicita la protección de dichas garantías y como consecuencia se ordene al Instituto Geográfico Agustín Codazzi atender de fondo su solicitud.
TRAMITE IMPARTIDO

La demanda de tutela fue admitida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas concediéndole al llamado a juicio el término de dos (2) días para vincularse a litis.
Mediante comunicación de fecha 19 de febrero de 2016, el IGAC, luego de una breve reseña de su naturaleza jurídica y de su función principal, alegó en su defensa la necesidad de respetar los turnos asignados, de acuerdo con lo previsto en la Ley 1437 de 2011 lo que implica la obligación de los organismos y entidades de la Administración Pública Nacional de atender las solicitudes presentadas en el orden de llegada, tal como acontece en el caso de señor Reyes Alzate.
Indica que la anterior situación fue puesta en conocimiento del actor, a través de comunicación de fecha 9 de octubre de 2015, informándole de la obligación de esa entidad de respetar el derecho al turno del que gozan los usuarios.  Además de ello, le indicó de lo incompleto de la solicitud de cancelación de predio, toda vez que con la misma no fue aportada la escritura pública No 2067 de 1995, donde conste la información del predio y el propietario.

Sostiene también, que el día 18 de febrero de 2016 le fue remitida comunicación escrita a la señora Julia Rosa Sepúlveda, quien efectuó igual solicitud frente al mismo predio, en la que le informaban que requerían del citado documento para dar trámite a la solicitud.

Todo lo anterior, para precisar que en la actualidad no se encuentra afectado el derecho de petición del actor, en la medida en que no se ha perfeccionado la solicitud, razón por la cual, en virtud de la respuesta ofrecida al peticionario, debe ser declararado el hecho superado.
Llegado el día del fallo, el juez concedió el amparo solicitado, al considerar la tardanza en la atención de la petición de cancelación de predio formulada por el tutelante, pues el Instituto Geográfico Agustín Codazzi sólo hasta el mes de septiembre de 2015 indicó que trámite daría a la solicitud, sin que exista evidencia que en efecto, tal comunicación fue recibida por el tutelante.  Además, advirtió que fue con ocasión de la acción de tutela presentada que el accionado inició los trámites para resolver la petición, momento en que echó de menos la escritura pública del predio, situación que vulnera su derecho fundamental de petición, en tanto que no se ha resuelto la solicitud.

En consecuencia, ordenó a la llamada a juicio que, dentro de los 10 días siguientes a la notificación de la sentencia procediera a dar respuesta, de fondo y definitiva a la solicitud radicada el 10 de enero de 2015.
Inconforme con la decisión, la entidad llamada a juicio la impugnó insistiendo en los argumentos expuestos al momento de dar respuesta a la acción, refiriéndose a la imposibilidad material que reviste atender las más de 6000 solicitudes que han sido radicadas en sus instalaciones, sin contar con el personal necesario, con lo que quiere significar que nos es la intención de la entidad desatender las peticiones, sino que no se cuenta con el material humano para ello, de allí, su insistencia en la necesidad de respetar el turno asignado a las solicitudes.
Sostiene que en el presente caso, el actor no aportó los documentos necesarios para que fuera estudiada su petición, omisión que le fue informada, de manera pues que no se evidencia la vulneración pregonada, en la medida en que la entidad nada puede resolver si la petición no reúne el lleno de los requisitos, frente a lo cual, es necesario precisar que una vez se complete la solicitud o se aporten los instrumentos que requiere para el estudio del caso, empezará a correr el término para responder. 
CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿La falta de respuesta por parte de la accionada a la solicitud elevada por el tutelante, vulnera su derecho fundamental de petición?

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

También ha dispuesto el compendio normativo antes referido, en su artículo 6º  que el término para resolver las peticiones es de “quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta”.

3. CASO CONCRETO
En el presente asunto, el señor José Guillermo Reyes Alzate radicó ante el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, solicitud consistente en la cancelación de predio, el día 10 de enero de 2015, la cual, según la llamada a juicio fue presentada de manera incompleta, pues no aportó la escritura pública No 2067 de 1995 donde conste la información del predio y del propietario. 
De acuerdo con la documentación que se adosa al plenario, se tiene que la referida solicitud, no fue radicada en la fecha que refiere el actor, sino el 1 de octubre de 2015, tal y como se evidencia a folio 6 del expediente.

Clarificado lo anterior, si bien se percibe la vulneración del derecho de petición, en la medida que una solicitud presentada hace más de cuatro meses no ha sido resuelta, lo cierto es que la cantidad de solicitudes relacionadas con la formación, actualización y conservación del catastro, así como la asignación de turnos para tales efectos, hace necesario para tomar una decisión, establecer si existen razones suficientes para ordenar la alteración del orden de radicación de las solicitudes, con miras a atender de manera urgente la petición de cancelación de predio elevada por el señor Reyes Alzate.
En este sentido se tiene que las dificultades que narra el IGAC en su recurso, implican el retraso de las decisiones de las solicitudes elevadas por los usuarios, pero tales inconvenientes no pueden ser de ningún modo trasladadas a los administrados, al punto que éstos tengan que esperar por tiempo indefinido la atención a sus requerimientos, como es el caso del tutelante, que por espacio de cinco meses, considerando la especial situación de la llamada a juicio, esperó respuesta sin obtener resultado alguno.

Y es que no puede considerase que la comunicación dirigida al actor el día  9 de octubre de 2015, respeta el núcleo esencial del derecho de petición, dado que: i) no resuelve de fondo el asunto, en la medida en que sólo le es informado el trámite que se dará a la solicitud, haciendo notar que éste debe respetar el orden de radicación y,  ii) no le fue puesta en conocimiento, toda vez que fue devuelta al remitente, según el informe de la empresa de correos 472 
-fls 17 y 18-, en el que se indica que el inmueble se encontraba cerrado. Adicionalmente, el nombre en la guía de correo –José Guillermo Yepes- no correspondía al destinatario – José Guillermo Reyes-.
Ciertamente el que la comunicación no haya sido recibida por el actor por las razones antes expuestas, no es un situación imputable a la llamada a juicio, no obstante, es claro que para que se entienda garantizado el derecho fundamental de petición, la decisión debe ser notificada al solicitante, correspondiendo entonces a la entidad realizar las actuaciones necesarias para llevar a cabo tal cometido.  
Todo lo anterior, para significar que resulta evidente que la solicitud de cancelación de predio elevada por el demandante, no ha sido resuelta de manera alguna por el IGAC.
Ahora, aún cuando es claro que el perjuicio sufrido con la tardanza de la decisión de la solicitud de cancelación de predio, es de carácter económico, según lo indica el propio tutelante, –doble liquidación del impuesto predial-  lo cual impide que se ordene la alteración de turnos, pues ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que tal posibilidad está dada para los casos excepcionales o de extrema urgencia, ello no obsta para que le sea informado el turno que le ha sido asignado y la fecha razonable en que será atendida su solicitud.

En ese orden de ideas, se confirmará la protección constitucional al derecho fundamental de petición que le asiste al señor JOSÉ GUILLERMO REYES ALZATE, pero se modificará la orden, en el sentido de ordenar al INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTIN CODAZZI a través del su Secretario, doctor Diego Mauricio Londoño Cardona que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, informe al señor JOSÉ GUILLERMO REYES ALZATE, en qué fecha será atendida su petición de “cambio de predio”, radicada en esa entidad el 1º de octubre 2015.
La orden de radicar en el IGAC la escritura pública No 2067 del 9 de agosto de 1995, impartida al actor, permanecerá incólume.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal SEGUNDO la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, el día 29 de febrero de 2016, el cual quedará así:
“SEGUNDO: ORDENAR al INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTIN CODAZZI a través del su Secretario, doctor Diego Mauricio Londoño Cardona que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, informe al señor JOSÉ GUILLERMO REYES ALZATE en qué fecha será atendida su petición de “CANCELACIÓN DE PREDIO”, radicada en esa entidad el 1º de octubre de 2015”.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes. 

TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES           ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO                           
LEONARDO CORTÉS PÉREZ
       Secretario
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